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Poder Judicial de la Nación

JUZGADO FEDERAL DE PARANÁ 2

//raná, 26 de febrero de 2019.

VISTOS:

Estos autos caratulados “SMALDONE, GUILLERMO c/ AFIP s/ACCION 

MERAMENTE  DECLARATIVA  DE  INCONSTITUCIONALIDAD”  EXPTE  N°  FPA 

7488/2018,  en  trámite  por  ante  la  Secretaría  en  lo  Civil  y 

Comercial Nº 1 del Juzgado Federal Nº 2 de Paraná; y

RESULTANDO:

Que a fs. 8/14 se presenta el Dr. GUILLERMO SMALDONE, por su 

propio derecho y promueve  ACCIÓN MERAMENTE DECLARATIVA contra la 

ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS. 

Peticiona se haga cesar la situación de incertidumbre generada 

por el contenido de la Resolución General 3997-E y su Circular 1-

E/2017 respecto de la obligatoriedad de aceptar como medio de pago 

de sus honorarios profesionales los consignados en el art. 10 de 

la Ley 27.253. 

Requiere  asimismo  una  cautelar  destinada  a  evitar  que  la 

demandada ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS extienda los 

alcances de tal normativa a sus honorarios profesionales.

Refiere como de público y notorio que,  a partir del 1º de 

Abril  del  2018,  los  monotributistas  quedaron  alcanzados  con  la 

obligación de recibir medios electrónicos como modalidad de pago.

Afirma  que  tal  obligación  se  desprende  de  los  cronogramas 

dispuestos por la  ADMINISTRACION NACIONAL DE INGRESOS PUBLICOS a 

través de la Resolución General Nº 3997-E/2017.

Concluye  que  dicha  Resolución  General,  posteriormente 

interpretada  por  la  Circular  E  1/2017 obliga  a  recibir  tal 

modalidad de pago, excepto las excepciones contempladas –actividad 

desarrollada  en  localidades  con  menos  de  1000  habitantes  o 

prestación de servicios a no consumidores finales-.

Alude  luego  a  las  consecuencias  jurídicas de  la  falta  de 

cumplimiento –establecidas en el art. 13 de la Ley-, esto es las 
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sanciones de multa y clausura establecidas en el art. 40 de la Ley 

11683.

Denuncia su situación fiscal: MONOTRIBUTISTA – CATEGORIA G – 

LOCACIONES DE SERVICIOS.

Reseña los antecedentes normativos, el objetivo de profundizar 

la bancarización de la economía, fomentar el consumo, aminorar la 

evasión tributaria, aumentar la recaudación, etc.

Concluye  que  aquel  primer  intento,  pese  a  sus  nobles 

propósitos nunca llegó a implementarse acabadamente.

Indica que el 08/06/2016 se sancionó la Ley 27.253 mediante la 

cual  se  estableció  un  régimen  acotado  de  devolución  de  IVA a 

aquellos consumidores finales que se encuentren en determinadas 

situaciones de vulnerabilidad y/o reciban beneficios sociales.

Transcribe el art. 10 de la norma de referencia que establece: 

“Los contribuyentes que realicen en forma habitual la venta de 

cosas  muebles  para  consumo  final,  presten  servicios  de  consumo 

masivo,  realicen  obras  o  efectúen  locaciones  de  cosas  muebles, 

deberán  aceptar  como  medios  de  pago  transferencias  bancarias 

instrumentadas mediante tarjetas de débito, tarjetas prepagas no 

bancarias u otros medios que el Poder Ejecutivo Nacional considere 

equivalentes  (…)”.Dice  que  la  norma  reproduce  en  similares 

términos  la  obligación  que  fuera  impuesta  por  el  DECRETO  DE 

NECESIDAD Y URGENCIA del año 2001.

Agrega  que  mediante  la  Circular  E  1/17  la  AMINISTRACION 

FEDERAL  DE  INGRESOS  PUBLICOS aclaró  que  las  ventas  de  cosas 

muebles,  así  como  las  obras,  locaciones  y  prestaciones  de 

servicios, a que se refiere el Título I de la Resolución Gral. N° 

3997-E,  son  aquellas  efectuadas  con  sujetos  que  –respecto  de 

dichas operaciones- revistan el carácter de consumidores finales.

A  partir  de  ello  plantea  la  situación  de  incertidumbre 

respecto  de  la  obligación  de  ofrecer  los  medios  de  pago 
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establecidos en el art. 10 de la Ley 27.253 para la cancelación de 

honorarios y retribuciones por la prestación de sus servicios.

Refiere que tal incertidumbre ha sido generada por la propia 

ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS y otorga como ejemplo 

las respuestas dadas en el website institucional.

Transcribe luego un extenso comunicado emitido por el COLEGIO 

PÚBLICOS DE ABOGADOS DE CAPITAL FEDERAL para luego enfocarse en lo 

que rubrica como “Quid de la cuestión”.

Dice  que  “…la  cuestión  principal  a  resolver  consiste  en 

determinar si el ejercicio de la profesión de la Abogacía presta 

servicios de consumo masivo …o no…”.

Para  la  ADMINISTRACION  FEDERAL  DE  INGRESOS  PUBLICOS los 

obligados a la aceptación de estos medios de pago serían: i) los 

que realicen en  forma habitual  la venta de cosas muebles para 

consumo final; II) los que presten servicios de consumo masivo y 

III) los que realicen locaciones de obra y de cosas muebles.

Sostiene que el ejercicio de la Profesión de abogado se halla 

absolutamente ajeno a las actividades de los puntos I y III, por 

lo que omite argumentar al respecto.

Queda  por  dilucidar  –manifiesta-  si  el  ejercicio  de  la 

Abogacía es susceptible de ser encuadrado en las “prestaciones de 

servicios de consumo masivo” como pretende la AFIP o no.

Se adelanta a expresar que la respuesta es negativa.

En el punto 8.1) desmenuza casuísticamente los caracteres de 

la prestación abogadil; en el punto 8.2) predica sobre la ausencia 

de masividad de la prestación de los Abogados; en el punto 8.3) 

colaciona  jurisprudencia  de  la  C.S.J.N.  sobre  las  reglas  de 

interpretación de las leyes; desde el punto 8.4) al 8.8) insiste 

en la caracterización de la actividad que –a su criterio- impide 

considerar estas prestaciones como de consumo masivo.

Es  a  partir  del  punto  8.9)  que  habrá  de  desarrollar  el 

argumento  relacionado  con  la  exclusión  de  las  Profesiones 
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Liberales  que  requieran  matriculación  de  la  Ley  de  Defensa  al 

Consumidor y por tanto de las relaciones de consumo.

Expresa  que  la  Ley  24.240  y  su  modificatoria  excluye 

expresamente  de  la  noción  de  “proveedor”  a  los  servicios 

profesionales  liberales  que  requieran  para  su  ejercicio  título 

universitario y matrícula otorgada por los colegios profesionales 

reconocidos oficialmente o autoridad facultada para ello.

Con cita de  RICARDO LORENZETTI sostiene que “el profesional 

individual celebra una locación de servicios, pero no un contrato 

de consumo”.

Concluye que el ejercicio propio de la abogacía es de carácter 

personal y no masivo, está excluido del mercado de consumo masivo 

y, además de los alcances de la Ley de defensa al Consumidor.

Los  puntos  restantes,  con  excepción  del  punto  8.10)  cuya 

consideración no corresponde, van en idéntico sentido a lo hasta 

acá expresado.

Finalmente ofrece prueba, formula reserva del caso federal y 

reitera se haga cesar la situación de incertidumbre generada por 

el contenido de la R.G. 3997-E/2017 y la Circular 1-E/2017.

A fs. 15 se lo tiene por  presentado,  parte  y  domiciliado 

otorgándosele legal intervención.

Se decreta prima facie la procedencia del fuero y competencia 

del Juzgado y se tiene por promovida la acción a la que se otorga 

el trámite sumarísimo y se dispone correr traslado por el término 

de cinco (5) días.

En el mismo decreto se rechaza la pretensión cautelar por no 

resultar suficientes los argumentos para acoger favorablemente la 

misma y teniendo en cuenta que el objeto se identifica con la 

solución  del  pleito,  la  cual  sobrevendrá  al  finalizar  la 

tramitación regular del proceso, y a través del dictado de una 

sentencia definitiva.
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A fs. 25 y vta. se presentan los Dres. SANDRA MARIA LILIANA 

CUESTAS,  MIRIAM  DANIELA  CLARIA y  SEBASTIAN  MUNDANI,  en 

representación de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, 

acreditando su personería con copias simples de la Disposición Nº 

50/04 (D.G.I.), la Disposición Nº 04/06 y la Resolución Nº 337/97, 

cuya  fidelidad  y  vigencia  declaran  bajo  juramento  y,  el 

Certificado de Personería que adjuntan.

En el mismo acto constituyen domicilio y solicitan prórroga.

A fs. 26 se los tiene por presentados, parte en el carácter 

invocado,  por  constituido  el  domicilio,  despachándose 

negativamente la pretensión de prórroga atento lo previsto por el 

art. 322 del C.P.C.C.N.

A fs. 27/40 los citados Profesionales contestan la demanda.

Al  hacerlo  identifican  liminarmente  la  pretensión  actoral; 

formulan la negativa general y particular de los hechos expuestos 

en la demanda; predican la improcedencia de la acción meramente 

declarativa y finalmente contestan la demanda.

En  lo  atinente  a  la  improcedencia  de  la  acción  meramente 

declarativa predican que no se verifican en el caso los requisitos 

de  procedencia,  a  saber:  a)  incertidumbre  sobre  la  existencia, 

alcance  o  modalidades  de  una  relación  jurídica;  b)  que  esa 

incertidumbre  cause  un  perjuicio  o  lesión  actual  al  actor;  c) 

inexistencia de otro medio legal para hacerla cesar.

Sostienen que el actor no tiene ni nunca tuvo dudas acerca de 

la vigencia de lo establecido en la manda legal atacada, en virtud 

de la cual  resulta  alcanzado  con la obligación de aceptar  las 

modalidades de pago allí consignadas.

Refieren que, en realidad, la actora persigue “…la obtención 

de  una  dispensa  frente  a  las  exigencias  de  nuestra  mandante…” 

(SIC).

Citan  doctrina  que  interpreta  que  no  existe  estado  de 

incertidumbre cuando se tiene en claro que no se es deudor del 
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adversario o cuando el fundamento de la demanda es la satisfacción 

de un derecho que se afirma existente.

Prosiguen predicando que si el fundamento de la demanda es la 

satisfacción  de  un  derecho  que  se  afirma  existente,  no  existe 

ningún estado de incertidumbre a subsanar, siendo la vía correcta, 

por consiguiente, la pretensión de una sentencia de condena.

Predican, asimismo  –con sustento en jurisprudencia- que la 

formulación de afirmaciones obsta a la procedencia de la acción 

declarativa.

Agregan  que  tampoco  se  verifica  en  la  causa “perjuicio  o 

lesión actual” en los términos de la ley procesal y que la actora 

nada dice al respecto.

Con cita de KIELMANOVICH refiere a la necesidad de un caso y 

la búsqueda de precaver los efectos de un acto en ciernes al que 

se  le  atribuye  ilegitimidad  y  lesión  al  régimen  constitucional 

federal.

Sostienen que la acción promovida por el actor de autos tiene 

un mero carácter consultivo.

Refieren que  la declaración de certeza no debe tener –como 

ocurre  en  el  caso-  carácter  simplemente  consultivo,  ni  debe 

importar una indagación meramente especulativa.

Colacionan jurisprudencia en el sentido de su prédica.

Pasan  luego  a  contestar  la  demanda  y  realizan  un  prolijo 

detalle  de  la  normativa  comprendida,  realizando  una  labor  de 

análisis concordado del plexo normativo en cuestión. Se explayan 

sobre  los  verdaderos  alcances  de  la  R.G.  AFIP  3937/2017 y  la 

Circular  1-E/2017,  predicando  que  la  primera  se  limitó  a 

establecer las fechas a partir de las que resultará exigible la 

obligación impuesta y definida en el art. 10 de la Ley 27.253.

Respecto de la  Circular 1-E/2017 sostienen que  se limita a 

aclarar que refiere a las operaciones efectuadas con sujetos que 

revistan el carácter de consumidores finales.
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Indican  que  la  normativa  cuestionada  ha  sido  dictada  en 

ejercicio de las facultades conferidas por el art. 11 de la Ley 

27.253  y  art.  7  del  Dcto.  618/97,  modificatorias  y 

complementarias.

Pasan inmediatamente luego a analizar los fundamentos de la 

demanda y reiteran que el art. 1 de  la R.G. 3997-E indica las 

fechas a partir de las que resulta exigible la obligación impuesta 

y definida por la Ley 27.253.

Dicen que la obligación se configura con la posibilidad –

actual  o  material-  de  realizar  alguna  de  las  operaciones 

mencionadas  en  el  art.  10  de  la  Ley  27.253,  más  allá  de  la 

clasificación  que  reciba  la  actividad  en  el  Clasificador  de 

Actividades Económicas.

Expresan que no debe confundirse las “operaciones” a partir de 

las que se determina la obligación impuesta por la Ley 27.253, con 

actividad  del  responsable  de  acuerdo  al  citado  nomenclador,  a 

partir  de  la  que  se  establece  “desde  cuando”  regirá  aquella 

obligación.

Sostienen  que  se  trata  de  conceptos  distintos,  regidos  o 

definidos  por  diferentes  normas  y  que  son  utilizados  para  la 

cuestión en trato a diferentes efectos.

Definen  cada  concepto  y  las  condiciones  de  aplicación 

concluyendo  que la Ley 27.253  no ha utilizado para definir la 

obligación o para identificar el universo de sujetos a la que va 

dirigida,  una  clasificación  en  función  de  la  naturaleza  de  la 

actividad,  sino  que  se  remitió  a  la  materialidad  de  las 

operaciones que enumera, las que pueden verificarse al amparo de 

distintas actividades.

Luego, con extensa cita de doctrina y jurisprudencia concluye 

que resulta improcedente considerar que la actividad profesional 

del Abogado se agota y/o limita en la prestación de servicios, tal 

lo sostenido por el actor.
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Con  citas  normativas  resultantes  del  articulado  del  nuevo 

Código Civil y Comercial sostiene que el profesional liberal no 

solo puede obligarse a prestar servicios, sino también a realizar 

hechos y, bajo este último supuesto, celebrar contratos de obra.

Concluyen que  el Abogado en el ejercicio de esa actividad 

económica de “servicios” conforme el nomenclador,  podrá realizar 

actos jurídicos consistentes en obras intelectuales, susceptibles 

de entrega, circunstancia que,  con prescindencia del concepto de 

servicios de consumo masivo, lo ubican dentro del alcance del art. 

10 de la Ley 27.253.

Manifiestan  que la  R.G.  3997-E fue dictada en  uso  de las 

facultades conferidas al organismo y se ajusta a derecho al no 

exceder ni la letra ni el espíritu del art. 10 de la Ley 27.253.

Analizan  luego  lo  atinente  a  las  facultades  de  control, 

verificación de la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS con 

cita de abundante doctrina en el sentido de su prédica.

Concluyen  que  la  normativa  cuestionada  no  hace  más  que 

establecer deberes formales que en su esencia no se diferencian de 

otros deberes contenidos en la legislación tributaria.

Desarrollan  gran  cantidad  de  supuestos  en  tal  sentido  y 

concluye que queda demostrado que en la legislación tributaria es 

común encontrar deberes formales.

Insisten que la R.G. 3997-E ha sido dictada en ejercicio de 

las facultades otorgadas al Organismo.

Colacionan profusa jurisprudencia en el sentido apuntado y el 

deber de colaboración que pesa sobre los Contribuyentes.

En sus conclusiones destacan que la cuestión debatida en el 

presente caso se relaciona íntimamente con un tema tributario del 

más alto interés de la Nación, tal es la lucha para erradicar la 

evasión fiscal.

Plantea  el  caso  federal  y  solicita  que  oportunamente  se 

rechace la demanda, con costas.
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A  fs.  37  se  tiene  por  contestada  la  demanda  y  de  lo 

manifestado se corre traslado a la actora por el término de ley.

La actora responde el traslado a fs. 38/40 ratificando los 

términos de su postulación inicial y destacando que “…la propia 

contestación de la AFIP es la señal misma de la incertidumbre que 

tenemos  los  Abogados  en  atención  a  que,  si  bien  es  obvio  que 

nuestro  servicio  no  es  de  “consumo  masivo”  ni  se  presta  a 

“consumidores finales” esa administradora da señales concretas de 

que los mismos estén alcanzados…”.

Sostiene que en la propia contestación se verifican más dudas 

que  certezas  y  describe  las  manifestaciones  que  patentizan  tal 

aserto.

Concluye que “…la incertidumbre existe y la generó AFIP…”.

Reitera  que  los  Profesionales  que  ejercen  la  Abogacía  se 

encuentran fuera del ámbito de obligatoriedad del mandato referido 

(art. 10 de la Ley 27.459).

Posteriormente reitera conceptos ya expresados en el escrito 

postulatorio motivo por el cual resulta innecesario detenerse en 

ellos.

Finalmente solicita se declare la cuestión de puro derecho y 

se  resuelva  la  situación  de  incertidumbre  generada  por  el 

contenido de la  R.G. 3997-E/2017  y su  Circular 1-E/2017 respecto 

de  la  obligatoriedad  de  aceptar,  como  medio  de  pago  de  sus 

honorarios los mecanismos establecidos en el art. 10 de la Ley 

27.253.

A fs. 41 se tiene por contestado el traslado conferido y se 

decreta la cuestión de puro derecho.

A fs. 45 y a raíz de la presentación formulada por el actor a 

fs. 42/44, se consideró necesario suspender el trámite a fin de 

evitar la emisión anticipada de opinión ante la existencia de otro 

proceso  sustancialmente  análogo  en  trámite  –aun  cuando  con 

notorias  particularidades-,  disponiéndose  que  el  pase  de  estos 
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autos  a  Despacho  se  materializaría  cuando  ambos  procesos 

estuvieran en condiciones de resolver.

A fs. 46 y atento el estado de los autos que originaran la 

suspensión,  se  decretó  hacer  efectivo  el  pase  de  los  autos  a 

Despacho  también  en  esta  causa,  decreto  que  a  la  fecha  se 

encuentra firme, y

CONSIDERANDO:

Que la primera cuestión a dilucidar está relacionada con la 

procedencia  de  la  vía  elegida  por  el  actor  para  obtener  la 

declaración judicial que pretende.

Según  el  Organismo  Fiscal  no se  verifican  en  el  caso  los 

requisitos de procedencia de la acción meramente declarativa de 

certeza, a saber: a) incertidumbre sobre la existencia, alcance o 

modalidades  de  una  relación  jurídica;  b)  que  esa  incertidumbre 

cause un perjuicio o lesión actual al actor; c)  inexistencia de 

otro medio legal para hacerla cesar.

Sostiene la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS que el 

actor no tiene, ni nunca tuvo, dudas acerca de la vigencia de lo 

establecido  en  la  manda  legal  atacada,  en  virtud  de  la  cual 

resulta alcanzado con la obligación de aceptar las modalidades de 

pago allí consignadas; sino que persigue “…la obtención de una 

dispensa frente a las exigencias de nuestra mandante…” (SIC).

Ese es el marco de la objeción procesal.

Para resolverlo y aun anticipándome en cierta manera a la 

temática  de  la  cuestión  principal,  debo  decir  que  yerra  la 

ADMINISTRACION  FEDERAL  DE  INGRESOS  PUBLICOS al  sostener  la 

inexistencia  de  incertidumbre  sobre  la  existencia,  alcance  o 

modalidades de “esta” relación jurídica, dado que, la redacción de 

la R.G. 3997-E/2017 y su Circular 1-E/2017 no parece compadecerse 

con el tenor de la Ley que se pretende reglamentar, esto es el 

art. 10 de la Ley 27.253.
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El grado de incertidumbre era de tal magnitud que el Organismo 

se  vio  obligado  a  interpretar  su  propia  Resolución  General  a 

través de la Circular 1-E/2017 y, ni aun así logro disipar el 

estado de confusión provocado por la R.G. 3997-E/2017.

En ese contexto, no cabe duda alguna que existe     incertidumbre   

sobre  la  existencia,  alcance  o  modalidades  de  “esta”  relación 

jurídica.

Atinente  al  “perjuicio  o  lesión  actual  al  actor”,  su 

existencia  aparece  patente dado  que,  de  no  disipar  la 

incertidumbre causada a partir del dictado de la R.G. 3997-E/2017, 

el actor podría ser pasible de las sanciones con que amenaza el 

art. 13, que son nada menos que las del art. 40 de la Ley 11.683, 

ciertamente graves.

En  síntesis,  el  perjuicio  o  lesión  actual  deriva  de  la 

amenaza  legal y  la  puesta  en  vigencia  del  art.  10  de  la  Ley 

27.253, con la extensión que supone la R.G. 3997-E/2017.

En lo que refiere a la inexistencia de otro medio legal para 

hacerla cesar, la misma resulta palmaria dado que el “otro remedio 

legal” sería esperar a que la  ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS 

PUBLICOS fiscalice  con  el  criterio  sentado  en  las  normas 

reglamentarias  e  interpretativas  cuestionadas,  aplique  las 

sanciones  y  el  administrado  deba  salir  a  defenderse  de  tales 

sanciones.

En  ese  marco  contextual  lo  que  corresponde  es  disipar  la 

incertidumbre a través del mecanismo que el Legislador ha diseñado 

específicamente a tal fin.

Por todo lo expuesto el cuestionamiento de carácter procesal 

introducido por la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, no 

habrá de ser de recibo.

Ingresando al tratamiento de la cuestión principal, debemos 

recordar  que  el  art.  10  de  la  Ley  27.453  establece  que  “los 

contribuyentes que realicen en forma habitual la venta de cosas 
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muebles para consumo final, presten servicios de consumo masivo, 

realicen  obras  o  efectúen  locaciones  de  cosas  muebles,  deberán 

aceptar  como  medios  de  pago  transferencias  bancarias 

instrumentadas mediante tarjetas de débito, tarjetas prepagas no 

bancarias u otros medios que el Poder Ejecutivo Nacional considere 

equivalentes”. 

La  norma  es  absolutamente  clara  al  establecer  la 

obligatoriedad  del  uso  de  estos  medios  de  pago  para:  a) 

habitualistas en la venta de cosas muebles para consumo final, b) 

prestadores  de  servicios  de  consumo  masivo,  c)  sujetos  que 

realicen obras y d) sujetos locadores de cosas muebles. 

No se advierte en tal norma –art. 10 de la Ley 27.253- alusión 

alguna al ejercicio de las “PROFESIONES LIBERALES” –tal el caso de 

la Abogacía-, no incluyéndoselas en ninguna de estas categorías.

Diferente es la situación de la cuestionada  Reglamentación 

realizada por la AFIP N°3997-E/2017 (B.O. 23/02/2017) en tanto en 

la sección b) de su art. 1, incluye los servicios profesionales, 

científicos y técnicos.

Nada de esto resulta de la norma madre, tal es el art. 10 de 

la Ley 27.253.

Lo confuso de tal Resolución general determinó que la  AFIP 

debiera  emitir  la  Circular  1-  E  2017 (B.O.  28/04/2017)  donde 

introduce  otro  nuevo  elemento  confusional  al  expresar  “en 

ejercicio  de  las  facultades  conferidas  a  esta  Administración 

Federal  por  el  Decreto  N°618/97  sus  modificatorios  y  sus 

complementarios, se aclara que  las ventas de cosas muebles así 

como las obras, locaciones y prestaciones de servicios, a que se 

refiere el Título I de la Resolución Gral. N° 3997-E, son aquellas 

efectuadas  con  sujetos  que  –respecto  de  dichas  operaciones- 

revistan el carácter de consumidores finales”.

En  esta  Circular  el  organismo  recaudador  no  solo  extiende 

indebidamente el marco del art. 10 de la Ley 27.253, sino que 
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además mezcla sus términos para hacer extensivo a todos los casos 

el  carácter  de  “consumidores  finales”,  que  el  Legislador  sólo 

empleó para el primero  .  

La norma que se pretendió reglamentar es absolutamente clara: 

“los contribuyentes que realicen en forma habitual la  venta de 

cosas  muebles  para  consumo  final,  presten  servicios  de  consumo 

masivo, realicen obras o efectúen locaciones de cosas muebles…”. 

La única vez que la norma emplea la locución “consumo final” 

es para referirse a “…la venta de cosas muebles…”, nunca refirió 

al  resto  de  las  operaciones,  con  lo  que  la  interpretación 

realizada  por  el  Administrador mediante  la  Circular  1-E/2017 

resulta manifiestamente arbitraria habida cuenta que desnaturaliza 

la  norma  que  reglamenta,  pretendiendo  modificar  su  extensión 

mediante la manipulación de sus términos.

Los derechos reconocidos por la Constitución Nacional están 

sujeto a la reglamentación pero, debe tenerse en cuenta que el 

poder reglamentador encuentra uno de sus límites en el  principio 

de  razonabilidad consagrado  por  el  artículo  28  de  la  misma 

Constitución, que es “una norma operativa ineludible de aplicar 

por todos los órganos de poder en el estado de derecho, entendido 

éste, precisamente, como estado de razón” (Gelli, María Angélica, 

Constitución  de  la  Nación  Argentina  Comentada  y  Concordada,  La 

Ley, Buenos Aires, 2.001, pag. 67, 68 y 224).

La  Circular 1- E/2017 así concebida, no supera el Test de 

constitucionalidad dado que las normas reglamentarias no pueden 

desnaturalizar  a  aquella  que  se  pretende  reglamentar  o,  en  el 

caso, interpretar.

Idéntica reflexión cabe respecto de la Resolución AFIP N°3997-

E/2017 (B.O. 23/02/2017) en tanto en la sección b) de su art. 1, 

incluye los servicios profesionales, científicos y técnicos.

El  art.  10  de  la  Ley  27.253  es  absolutamente  claro  al 

establecer las actividades alcanzadas: 1)  venta de cosas muebles 

Fecha de firma: 26/02/2019
Firmado por: DANIEL EDGARDO ALONSO, JUEZ FEDERAL



#31604957#225263230#20190226095047585

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO FEDERAL DE PARANÁ 2

para consumo final  (siempre que exista habitualidad); 2) presten 

servicios  de  consumo  masivo;  3) realicen  obras  o 4) efectúen 

locaciones de cosas muebles.

En momento alguno el Legislador incluyó a los servicios que 

prestan los Profesionales Universitarios Matriculados dentro del 

grupo de obligados.

Es más, se encargó de excluirlos expresamente al hablar de 

“consumo” y “masivo”.

Cabe  recordar  que  los  Profesionales  Liberales  se  hallan 

expresamente excluidos de las relaciones de consumo.

En efecto, el segundo párrafo del art. 2 de la Ley 24.240, al 

definir  al  PROVEEDOR,  excluye  expresamente  a  los  Servicios  de 

Profesionales  Liberales  que  requieran  para  su  ejercicio  Título 

Universitario  y  Matrícula  otorgada  por  Colegios  Profesionales 

reconocidos oficialmente o autoridad facultada para ello (Artículo 

sustituido por art. 2 de la Ley N° 26.361 B.O. 7/4/2008).

No cabe presumir la inconsecuencia del Legislador que utilizó 

para el segundo supuesto del art. 10 de la Ley 27.253 una locución 

tan precisa como “…prestadores de servicios de consumo masivo…” 

cuando sabe –por ser el mismo Legislador autor de la Ley 24.240 y 

su modif. Ley 26.361- que los Servicios de Profesionales Liberales 

que requieran para su ejercicio Título Universitario y Matrícula 

otorgada  por  Colegios  Profesionales  reconocidos  oficialmente  o 

autoridad  facultada  para  ello…”  se  encuentran  expresamente 

excluidos  de  las  relaciones  de  consumo  (“Bakchellian  Fabián  y 

Otros  s/infracción  Ley  24.769”,  C.S.J.N.,  28/9/04, Fallos: 

310:195).

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido en 

reiterados pronunciamientos que, en lo relacionado con los métodos 

de interpretación de la ley, la primera regla consiste en respetar 

la voluntad del Legislador y, en tal sentido, cabe estar a las 

palabras  que  ha  utilizado…”  y  “…Si  la  ley  emplea  determinados 
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términos, la regla de interpretación más segura es la de que esos 

términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún 

propósito, por cuanto en definitiva, la misión de los Jueces es 

dar pleno efecto a las normas vigentes sin sustituir al Legislador 

ni juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones 

adoptadas por aquel en el ejercicio de sus propias facultades…” 

(CSJN Fallos 302:973, 304:1007; 305:538; 308:1745; 318:1013).

Mutatis  mutandi,  tal  mandato  también  resulta  de  estricta 

aplicación  a  la  autoridad  administrativa,  ora  en  la  función 

reglamentaria, ora en la función interpretativa.

Surge en forma diáfana que al utilizar la locución  como “…

prestadores  de  servicios  de  consumo  masivo…”,  el  Legislador 

definió a aquellos que considera como PROVEEDOR en el marco de las 

RELACIONES DE CONSUMO, al decir: “…la persona física o jurídica de 

naturaleza  pública  o  privada,  que  desarrolla  de  manera 

profesional,  aun  ocasionalmente,  actividades  de  producción, 

montaje,  creación,  construcción,  transformación,  importación, 

concesión de marca, distribución y comercialización de bienes y 

servicios, destinados a consumidores o usuarios…”.

Si el Legislador hubiera querido incluir a los servicios de 

las profesiones liberales en el art. 10 de la Ley 27.253 hubiera 

agregando al final del párrafo respectivo alguna referencia.

Sin embargo, no lo hizo y, si no lo hizo, la autoridad que 

reglamenta no puede hacerlo porque, al hacerlo modifica la Ley que 

reglamenta y desnaturaliza la misma.

El orden de prelación normativa establecido por el art. 31 de 

la Constitución Nacional, constituye una regla de oro que no puede 

ser modificada por el Poder Constituido, tal es, que las normas de 

rango inferior deben sujetarse a lo que disponen las normas de 

rango superior.

El  art. 10 de la Ley 27.253 constituye una regla de rango 

superior respecto de la Resolución AFIP N°3997-E/2017 y con mucha 
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mayor razón de la  Circular 1-E/2017, normas estas que  modifican 

indebidamente  la  Ley  que  pretenden  reglamentar  e  interpretar, 

motivo  por  el  cual  corresponde  declarar  –aun  de  oficio-la 

inconstitucionalidad de  la  Resolución  AFIP N°3997-E/2017 y de la 

Circular 1-E/2017 en tanto modifican, alteran y desnaturalizan lo 

dispuesto por el Legislador, introduciendo categorías que este no 

solo no incluyó, sino que las excluyó expresamente en orden a la 

terminología utilizada que solo puede ser interpretada en el marco 

descripto por el art. 2º de la Ley 24.240 y su modif. Ley 26.361.

Para así decidir no hace falta ingresar en el análisis del 

término masivo ni si la prestación de los servicios profesionales 

liberales puede ser caracterizada como servicio masivo dado que, 

sencillamente,  el  Legislador  excluyó  a  estas  profesiones  al 

utilizar el término “consumo”.

Tampoco hace falta analizar si la  ADMINISTRACION FEDERAL DE 

INGRESOS PUBLICOS tiene o no facultades reglamentarias. De lo que 

se trata es de verificar si el ejercicio de tales facultades –en 

el caso concreto- se ha ejercido en forma razonable y, tal ya lo 

he  demostrado,  ello  no  ha  sucedido  dado  que  so  pretexto  de 

reglamentar,  la  ADMINISTRACION  FEDERAL  DE  INGRESOS  PUBLICOS 

modificó los claros alcances definidos por el Legislador en el 

art. 10 de la Ley 27.253.

Respecto de la última cuestión planteada relativa a que los 

Profesionales  del  derecho  no  solo  prestan  servicios,  sino  que 

además realizan obras –a partir de lo cual la AFIP intenta eludir 

los obstáculos que le presenta la cuestión central-, solo cabe 

colacionar la cita realizada por la misma actora en el sentido que 

“el profesional individual celebra una locación de servicios o de 

obra, pero  no un  contrato de consumo” (LORENZETTI,  RICARDO L., 

Consumidores, Ed. Rubinzal-Culzoni, Bs As, 2003, pág. 102).
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Por lo demás,  el  “patrocinio  letrado”  –en tanto  actividad 

típicamente  abogadil-  no  es  otra  cosa  que  una  “locación  de 

servicios”. 

Se trate de un “asesoramiento en sede judicial” o “fuera de 

está”  –extrajudicial-,  la  tarea  del  Abogado  consiste  en 

“asesorar”. 

En ese contexto, la redacción de un contrato, la elaboración 

de un estatuto, la confección de un boleto de compraventa no pasan 

de ser labores típicas de “patrocinio jurídico” –asesoramiento- y, 

en algunos casos importan producción extrajudicial escrita. 

Ahora bien, ello no se diferencia de la confección de un 

“escrito”  que  el  cliente  presentará  al  Juez  y  que,  como  tal 

constituye una “locación de servicios” o en términos del art. 1251 

del Código Civil y Comercial, “contrato de servicios”. 

El Abogado no compromete resultado alguno sino simplemente 

pone a disposición del cliente sus conocimientos y experiencias 

para que el cliente vaya en pos de un fin. 

No hay ninguna diferencia entre preparar un escrito judicial o 

elaborar un trabajo extrajudicial. En ambos casos el Abogado pone 

sus conocimientos al servicio del cliente para que este intente 

arribar a un objetivo. 

En definitiva, ni en la elaboración de un escrito judicial, ni 

en  la elaboración de un  contrato o evacuación de una consulta 

escrita  hay  otra  cosa  que  una  “locación  de  servicios 

profesionales”.  Interpretar  que  en  el  caso  de  elaboración  de 

contratos o confección de estatutos nos encontraríamos ante una 

“locación  de  obra”  implicaría  desnaturalizar  la  calidad  de  la 

relación que une al Abogado con su cliente. 

El Abogado en ningún caso garantiza un resultado y eso hace a 

la esencia del “servicio profesional” que brinda.

Por el contrario, el contrato de “locación de obra” presenta 

como nota típica que quien lo presta garantiza un resultado. 
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Todo  ello  sin  entrar  a  considerar  que  la  redacción  de 

contratos,  estatutos  y  boletos  de  compraventa  como  actividad 

específica fueron eliminados por el Poder Ejecutivo del art. 19 de 

la Ley 27.423, de lo que se sigue que solo podrán ser remunerados 

como  “asesoramiento  extrajudicial”  que,  en  esta  profesión  se 

denomina  “patrocinio”  aun  cuando  sea  fuera  del  ámbito 

jurisdiccional.

Conforme  lo  expuesto  corresponde  HACER  LUGAR  A  LA  ACCIÓN 

MERAMENTE  DECLARATIVA promovida  por  el  Dr.  GUILLERMO  SMALDONE, 

declarando la inconstitucionalidad de  la  Resolución  AFIP N°3997-

E/2017 y de la  Circular 1-E/2017 en tanto modifican, alteran y 

desnaturalizan  lo  dispuesto  por  el  Legislador,  introduciendo 

categorías  que  este  no  solo  no  incluyó,  sino  que  las  excluyó 

expresamente en orden a la terminología utilizada que solo puede 

ser interpretada en el marco descripto por el art. 2º de la Ley 

24.240 y su modif. Ley 26.361.

En  consonancia  con  lo  antes  indicado  procede  declarar  la 

inaplicabilidad de ambas normas al caso concreto por no resultar 

del art. 10 de la Ley 27.253 la obligatoriedad de aceptar como 

medio de pago los allí consignados.

Las costas serán soportadas por la ADMINISTRACION FEDERAL DE 

INGRESOS  PUBLICOS por  no  existir  motivos  para  apartarme  del 

principio  general  de  la  derrota  habida  cuenta  que  ha  sido  la 

deficiente  reglamentación  e  interpretación  de  la  ADMINISTRACION 

FEDERAL  DE  INGRESOS  PUBLICOS la  que  generó  la  necesidad  de 

promover este proceso (art. 68 del C.P.C.C.N.).

Tratándose de una acción carente de monto corresponde regular 

los honorarios aplicando las pautas del art. 16 de la Ley 27.423.

Teniendo en cuenta la relevancia de la cuestión sometida a la 

jurisdicción,  atento  la  calidad  y  extensión  de  la  labor 

desarrollada, su novedad, la importancia del resultado obtenido y 

la  relevancia  de  la  decisión  para  casos  futuros,  corresponde 
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regular los honorarios profesionales del Dr.  GUILLERMO SMALDONE, 

Abogado en causa propia (art. 13 de la Ley 27.423), en la suma de 

PESOS CUARENTA Y UN MIL QUINIENTOS CATORCE ($41514), equivalente a 

VEINTIDOS (22 UMA) UNIDADES DE MEDIDA ARANCELARIA de conformidad a 

lo establecido por el art. 16 incs b), c), e), f) y g) de la Ley 

27.423.

Corresponde asimismo -sin perjuicio de lo establecido en el 

art. 2 de la Ley 27.423-, regular los honorarios de los Dres. 

SANDRA MARIA LILIANA CUESTAS,  MIRIAM DANIELA CLARIA y  SEBASTIAN 

MUNDANI,  Letrados  Apoderados  de  la  ADMINISTRACION  FEDERAL  DE 

INGRESOS PUBLICOS, en el doble carácter, en forma conjunta y en 

proporción de ley, en la suma total de PESOS CINCUENTA Y DOS MIL 

OCHOCIENTOS TREINTA Y SEIS ($52836), equivalente a VEINTIOCHO (28 

UMA) UNIDADES DE MEDIDA ARANCELARIA, atento la calidad y extensión 

de la labor desarrollada y resultado obtenido (arts. 48, 16 incs 

b) y e), 14 y 20 de la Ley 27.423.

Finalmente se hace saber a las partes que el importe de los 

honorarios regulados no incluye el monto que deba tributarse en 

atención  a  la  categoría  tributaria  de  cada  uno  de  los 

beneficiarios, importe este que deberá anexarse cuando proceda.

Por todo ello

RESUELVO:

1.- HACER LUGAR A LA ACCION MERAMENTE DECLARATIVA DE CERTEZA 

promovida por el Dr.  GUILLERMO SMALDONE  contra la  ADMINISTRACION 

FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, declarando la inconstitucionalidad 

de la Resolución AFIP N°3997-E/2017 y de la Circular 1-E/2017 en 

tanto  modifican,  alteran  y  desnaturalizan  lo  dispuesto  por  el 

Legislador en el art. 10 de la Ley 27.253, declarando inaplicables 

ambas normas al caso concreto.

2.- COSTAS a la demandada perdidosa (art. 68 del C.P.C.C.N.).

3.-  REGULAR  los honorarios profesionales del Dr.  GUILLERMO 

SMALDONE, Abogado en causa propia (art. 13 de la Ley 27.423), en 
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la suma de  PESOS CUARENTA Y UN MIL QUINIENTOS CATORCE ($41514), 

equivalente a VEINTIDOS (22 UMA) UNIDADES DE MEDIDA ARANCELARIA de 

conformidad a lo establecido por el art. 16 incs b), c), e), f) y 

g) de la Ley 27.423. 

4.- REGULAR -sin perjuicio de lo establecido en el art. 2 de 

la Ley 27.423-, los honorarios de los Dres.  SANDRA MARIA LILIANA 

CUESTAS,  MIRIAM  DANIELA  CLARIA y  SEBASTIAN  MUNDANI,  Letrados 

Apoderados de la  ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, en 

el doble carácter, en forma conjunta y en proporción de ley, en la 

suma total de PESOS CINCUENTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y SEIS 

($52836),  equivalente  a  VEINTIOCHO  (28  UMA) UNIDADES  DE  MEDIDA 

ARANCELARIA,  atento  la  calidad  y  extensión  de  la  labor 

desarrollada y resultado obtenido (arts. 48, 16 incs b) y e), 14 y 

20 de la Ley 27.423).

5.- HACER SABER a las partes que el importe de los honorarios 

regulados no incluye el monto que deba tributarse en atención a la 

categoría  tributaria  de  cada  uno  de  los beneficiarios,  importe 

este que deberá anexarse cuando proceda.

Regístrese, notifíquese a las partes y al Sr. Fiscal Federal 

por cédula electrónica y oportunamente archívese.

DEA

DANIEL EDGARDO ALONSO

JUEZ FEDERAL
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En fecha    /   /2019  __:__ horas se notificó electrónicamente a los letrados por la 
parte actora, demandada y al Sr. Fiscal Federal. Conste.-

                                
                                
                                 ANDREA NATALIA TODONI
                                      SECRETARIA
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